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JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE EJECUCIÓN 

DE SENTENCIAS DE CALI 
 

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA No. 164 
 

Santiago de Cali, 25 de julio de 2023 
 
REFERENCIA:      ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE:     LINA MABEL LOZANO RODRIGUEZ 
ACCIONADO:       ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SERVICIO 

OCCIDENTAL DE SALUD S.A. - S.O.S. 
VINCULADOS:     IPS COMFANDI -ESPECIALISTAS TEQUENDAMA 
   HOSPITAL SANTA MARGARITA ESE 

SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SANTIAGO DE 
CALI 

                                   SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL VALLE DEL 
         CAUCA 
 ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA 

GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD - ADRES 
RADICACIÓN:    009-2023-00162-00 
 
 

I.- OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 
 

 Proveer acerca de la acción de tutela instaurada por la señora LINA MABEL LOZANO 
RODRIGUEZ contra ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SERVICIO OCCIDENTAL 
DE SALUD S.A. - S.O.S., por la presunta vulneración de los derechos fundamentales 
a la salud y calidad de vida. 
 

II.- ANTECEDENTES 
 

La parte accionante manifiesta en los hechos lo siguiente: 
 

 
 
 



 

 
 

Por tal motivo solicita: 
 

 
 

III.- TRÁMITE PROCESAL 
 
El Juzgado profirió auto interlocutorio No. 2404 del 12 de julio de 2023 en el cual 
admitió la Acción de Tutela en contra de ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD 
SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A. - S.O.S. y se vinculo a IPS COMFANDI -
ESPECIALISTAS TEQUENDAMA, HOSPITAL SANTA MARGARITA ESE, 
SECRETARIA DE SALUD MUNICIPAL DE SANTIAGO DE CALI,                                    
SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL VALLE DEL CAUCA y a la 
ADMINISTRADORA DE LOS RECURSOS DEL SISTEMA GENERAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD - ADRES, a quienes se les concedió un término de 
dos (02) días para su contestación.  
 
Contestación de la parte accionada: 
 
ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A. - 
S.O.S., por intermedio de la abogada MAURICIO ANA MARÍA GALINDO LÓPEZ, 
manifestó que: 
 

1. CIRUGIA RECONSTRUCTIVA MULTIPLE DE PIE: OSTEOTOMÍAS 
EN RETROPIÉ O MEDIOPIÉ O ANT: 
 
De acuerdo con el informe médico de la Dra. Ramón, se hace importante 
indicar que el servicio nunca fue negado por la EPS, debido a que se 
encuentra convenido con la IPS COMFANDI a través de contrato PGP 



(pago global prospectivo) y el beneficio de este contrato es que la práctica 
de servicios médicos no requiere autorización, sino que basta con la orden 
médica para que el usuario pueda acceder de manera directa ante la IPS. 
Teniendo en cuenta la acción de tutela, el área médica de tutelas, envía 
correo al prestador a fin de que programen el servicio convenido. 

 

 
 

Señora Juez, teniendo en cuenta que el objeto del presente trámite de 
tutela es la práctica del procedimiento quirúrgico y siendo que actualmente 
dicha situación ya ha sido materializada, de acuerdo con la línea 
jurisprudencial desarrollada concerniente a la figura de CARENCIA 
ACTUAL DEL OBJETO, consideramos que es válido concluir que se está 
frente a un HECHO SUPERO. Dicho esto, de la manera más atenta 
solicitamos al Despacho decrete la improcedencia de la acción de tutela, 
debido a la existencia de imposibilidad para decidir de fondo 

 
Por tal motivo solicita: 

 
“PRIMERA: Señor Juez, de manera respetuosa, solicito DECLARAR 
carencia actual del objeto por HECHO SUPERADO, debido a que se 
satisfizo la pretensión del accionante”. 
 

Contestación Entidades vinculadas: 
 
ADRES, por intermedio de apoderado judicial JULIO EDUARDO RODRÍGUEZ 
ALVARADO manifestaron que: 
 

“…De acuerdo con la normativa anteriormente expuesta, es función de la EPS, 
y no de la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud – ADRES, el reconocimiento prestacional que nos ocupa, por 
lo que la vulneración a derechos fundamentales se produciría por una omisión 



no atribuible a esta Entidad, situación que fundamenta una clara falta de 
legitimación en la causa por pasiva de esta Entidad. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, en atención al requerimiento de informe del H. 
Despacho, es preciso dejar en claro que el artículo 1 del Decreto 2943 de 
2013, el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 y el artículo 67 de la Ley 1753 de 
2015 establecen de forma precisa qué entidades deben asumir el pago de las 
incapacidades, teniendo en cuenta la duración de la misma. En este punto se 
reitera, dicha carga legal no está en cabeza de la Administradora de los 
Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud – ADRES.” 
 

Solicitando se declare improcedente la presente acción de tutela. 
 
CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR DEL VALLE DEL CAUCA - COMFAMILIAR 
ANDI (COMFANDI), a través de la abogada MARIANA RIVERA CAPOTE, indico que: 

 

“PRIMERO: La Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca, 
Comfamiliar Andi, Comfandi, actúa dentro del Sistema General de 
Seguridad Social en salud como una Institución Prestadora de Servicios 
de Salud, (I.P.S) y no como una Entidad Promotora de Salud (E.P.S),lo 
que se constata con la certificación correspondiente expedida por la 
Superintendencia del Subsidio Familiar, entidad del Estado encargada de 
ejercer control y vigilancia sobre las actividades de Comfandi como Caja 
de Compensación Familiar, la cual se aporta como prueba.:  
 
Así las cosas, en tratándose de las funciones que le compete a Comfandi 
como IPS, el artículo 185 de la Ley 100 de 1993, dispone que “son 
funciones de las instituciones prestadoras de servicios de salud prestar 
los servicios en su nivel de atención correspondiente a los afiliados y 
beneficiarios dentro de los parámetros y principios señalados en la 
presente ley”. 
 
SEGUNDO: Las Entidades Promotoras de Salud (EPS) son las facultadas 
para afiliar y autorizar los distintos servicios médicos ordenados por los 
correspondientes médicos tratantes, según sea el caso. Lo anterior, de 
conformidad con el artículo 177 de la Ley 100 de 1993 que dispone: 
 
“ARTICULO. 177.-DEFINICIÓN. Las entidades promotoras de salud son 
las entidades responsables de la afiliación, y el registro de los afiliados y 
del recaudo de sus cotizaciones, por delegación del fondo de solidaridad 
y garantía. Su función básica será organizar y garantizar, directa o 
indirectamente, la prestación del plan de salud obligatorio a los afiliados y 
girar, dentro de los términos previstos en la presente ley, la diferencia 
entre los ingresos por cotizaciones de sus afiliados y el valor de las 
correspondientes unidades de pago por capitación al fondo de solidaridad 
y garantía, de que trata el título III de la presente ley”  
 
Así mismo, disponen los artículos 178 y 179 de la Ley 100 de 1993 
respecto las funciones y campo de acción de las Entidades promotoras 
de salud. 
 
En virtud de lo anterior, es la Entidad Promotora de Servicios de Salud, 
quien tiene el deber de garantizar el acceso oportuno a los servicios de 
salud, por lo cual es ésta quien debe direccionar a sus afiliados a las IPS 
con las cuales tiene convenio y puedan prestar el servicio de salud de 
manera oportuna. 
 
En primer lugar, es importante aclarar que La Caja de Compensación 
Familiar del Valle del Cauca, Comfamiliar Andi, Comfandi, actúa dentro 



del Sistema General de Seguridad Social en salud como una Institución 
Prestadora de Servicios de Salud, (I.P.S) y no como una Entidad 
Promotora de Salud (E.P.S). 
 
Ahora bien, se evidencia en la historia clínica aportada con el escrito de 
tutela, que el médico que ha brindado atención a la parte accionante ha 
ordenado CIRUGÍA RECOSNTRUCTIVA MULTIPLE DE PIE con fecha 
de 12 de abril de 2023. 
 
Atendiendo la orden mencionada y el actual convenio entre la EPS y esta 
Corporación, el día 13 de julio de 2023 procedió a programar el 
procedimiento quirúrgico para el día 18 de julio de 2023, tal como consta 
en reserva de cita que se anexa al presente escrito como prueba. 
 
Por otro lado, se informa que la programación de la cirugía fue 
comunicada a la señora Lina. 
 
CUARTO: CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. 
Se hace evidente la CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO 
SUPERADO, en razón a que el día 13 de julio de 2023 esta corporación 
procedió a programar el procedimiento quirúrgico para el día 18 de julio 
de 2023 y con ello se superó la vulneración de derechos fundamentales 
alegados por la parte accionante 
 
QUINTO: Teniendo en cuenta lo anterior, está claro que la actuación de 
COMFANDI en el presente caso se ajusta a los deberes, lineamientos y 
obligaciones que le impone el ordenamiento jurídico vigente y, como 
quiera que la actuación de COMFANDI no está generando vulneraciones 
o amenazas a los derechos fundamentales de la parte accionante, es 
procedente exoneración, toda vez que su conducta ha sido legítima, y no 
se podrá conceder la tutela en su contra a las voces de lo estipulado en 
el Art. 45 del Decreto 2591 de 1991, que reza: “Art. 45. CONDUCTAS 
LEGÍTIMAS. No se podrá conceder la tutela contra conductas legítimas 
de un particular” 
 

Por tal motivo solicita, 
 

“PRIMERO: Solicito respetuosamente que se declare la carencia actual 
de objeto de la acción de tutela por haberse configurado hecho 
superado, toda vez que como se indicó en el presente escrito, el día 13 
de julio de 2023 se procedió a programar el procedimiento quirúrgico 
para el día 18 julio de 2023 a las 11:00m de conformidad con lo ordenado 
por el médico tratante el día 12 de abril de 2023. Por consiguiente, le 
solicito se sirva abstenerse de tutelar dichos derechos en contra de 
COMFANDI, dando cumplimiento al artículo 45 del Decreto 2591 de 
1991. 
 
SEGUNDO: Como consecuencia a lo anteriormente planteado, 
comedidamente solicito al señor Juez, disponga la exoneración de 
COMFANDI en el proceso de tutela, toda vez que su actuación no está 
generado vulneración o amenaza alguna frente a los derechos 
fundamentales de la parte accionante, y, en consecuencia, la acción 
carece actualmente de objeto frente a COMFANDI”. 

 
SECRETARIA DEPARTAMENTA DE SALUD DEL VALLE DE CAUCA, a través de 
la señora ANA DOLORES LORSA BEDOYA como jefe de la oficina asesoría jurídica, 
indico que: 

 



“Sea lo primero indicar que las competencias de los entes territoriales en 
salud se encuentran establecidas en la Ley 715 de 2001 adicionadas a 
partir del 01 DE ENERO DE 2020 EN LA LEY 1955 DE 2019 PLAN 
NACIONAL DEDESARROLLO 2018-2022, de manera que de acuerdo a 
estos lineamientos la vinculación de la SECRETARIA DE SALUD 
DEPARTAMENTAL DEL VALLE DEL CAUCA, es accesoria, no 
vinculante, teniendo en cuenta que las pretensiones de esta acción se 
dirigen contra la “EAPB“SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD con 
ocasión a la falta de oportunidad en la prestación de los servicios de salud. 
 

Específicamente sobre el derecho a acceder a los servicios de salud en 
forma oportuna, COMO EN ESTE CASO QUE NO SE HA AUTORIZADO 
Y PROGRAMADO LOS SERVICIOS DE SALUD ORDENADOS POR EL 
MEDICO TRATANTE, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha 
considerado que se vulneran los derechos a la integridad física y la salud 
de una persona cuando se demora la práctica de un tratamiento o examen 
diagnóstico ordenado por el médico tratante la prestación eficiente y 
efectiva del servicio de salud no puede verse interrumpida a los usuarios, 
específicamente por la imposición de barreras administrativas que diseñe 
la misma entidad prestadora del servicio para adelantar sus propios 
procedimientos. En ese sentido, cuando se afecta la atención de un 
paciente con ocasión de circunstancias ajenas al afiliado y que se derivan 
la forma en que la entidad cumple su labor, se desconoce el derecho 
fundamental a la salud de los afiliados, porque se obstaculiza su ejercicio 
por cuenta del traslado injustificado, desproporcionado y arbitrario de las 
cargas administrativas de las EPS a los afiliados Con base a lo 
anteriormente expuesto, solicito al señor Juez, que en su decisión 
DESVINCULE a la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DE SALUD DEL 
VALLE DEL CAUCA, POR FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA 
POR PASIVA, ANTE LA AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD 
IMPUTABLE A NUESTRO CARGO, al no existir de parte del ENTE 
TERRITORIAL violación alguna frente a los derechos a tutelar a favor de 
la accionante, siendo de cargo exclusivo de la “EAPB” SERVICIO 
OCCIDENTAL DE SALUD la prestación de los servicios de salud incluidos 
o excluidos del Plan de Benficios en Salud y de la SUPERSALUD, las 
funciones de Inspección, Vigilancia y Control a las EAPB tanto dentro del 
Régimen Contributivo como en el Subsidiado”. 

 

SECRETARIA DE SALUD PÚBLICA MUNICIPAL DE CALI, por medio de MARIA 
JOHANO OROZCO como jefe de la oficina de unidad de apoyo a gestión de la 
secretaria distrital de salud de Santiago de Cali sostuvo que: 

 



 
 
Por tal motivo solicita, 
 

 
 
 

IV.- CONSIDERACIONES 
 
 
1.- Este despacho es competente para asumir y definir el trámite constitucional 
iniciado por la accionante. 
 
2.- El problema jurídico que se somete a consideración del despacho estriba en 
determinar si existe o no vulneración del derecho fundamental de la parte accionante, 
a cargo de la parte accionada. 
 
 3.- La acción de tutela ha sido concebida, como un procedimiento preferente y 
sumario para la protección efectiva e inmediata de los derechos constitucionales 
fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la 
acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los casos que 
determine la ley.  
 
Así las cosas, la efectividad de la acción, reside en la posibilidad de que el juez si 
observa que en realidad existe la vulneración o la amenaza de derechos 
fundamentales de quien solicita protección, imparta una orden encaminada a la 
defensa actual de la garantía constitucional afectada. 
 
 

V.- MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
Acción de tutela y hecho superado 
 
Como primera medida es importante recordar que de acuerdo con el artículo 86 de la 
Constitución Política de Colombia, el Decreto 2591 de 1991 y la doctrina 
constitucional, el propósito de la acción de tutela, es la protección efectiva de los 
derechos fundamentales que resulten vulnerados o amenazados por la acción u 
omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos expresamente 
señalados por la ley. 
 
Pues bien, cuando en el curso de la acción de tutela, el Juez Constitucional encuentra 
que la acción que presuntamente está amenazando o vulnerando algún derecho 



fundamental ha desaparecido; o si verifica que la situación que puso en riesgo los 
derechos fundamentales del accionante ha cesado o fue corregida, no existe razón 
alguna para un pronunciamiento de fondo. 
 
Al respecto la Jurisprudencia de la Corte constitucional expuso : “Cuando la situación 
de hecho que origina la supuesta amenaza o vulneración del derecho alegado 
desaparece o se encuentra superada, el amparo constitucional pierde toda razón de 
ser como mecanismo apropiado y expedito de protección judicial, pues la decisión que 
pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua, 
y por lo tanto, contraria al objetivo constitucionalmente previsto para esta acción.” 
 
Frente a estas circunstancias la Corte ha entendido que: “el hecho superado se 
presenta cuando, por la acción u omisión (según sea el requerimiento del actor en la 
tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que “carece” de objeto el 
pronunciamiento del juez.”  
 
En ese orden, es claro que el objeto jurídico de la acción de tutela es la protección de 
derechos fundamentales visto en peligro o vulnerados, por lo tanto, en caso de que la 
circunstancia que dio origen a su trasgresión desaparezca, surge precisamente el 
fenómeno conocido como hecho superado, que da como resultado una carencia de 
objeto para decidir. 
 
En base a los fundamentos legales y jurisprudenciales el Despacho entra a resolver 
el caso concreto. 
 

VI.- CASO CONCRETO 
 
En el caso bajo estudio, la señora LINA MABEL LOZANO RODRIGUEZ, interpone 
acción de tutela por considerar vulnerado su derecho a la salud y vida, toda vez que 
ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A. - 
S.O.S., no ha realizado “CIRUGIA RECONSTRUCTIVA MULTIPLE DE PIE: 
OSTEOTOMÍAS EN RETROPIÉ O MEDIOPIÉ O ANT” ordenada por su medico 
tratante el pasado 12 de abril de 2023.  

En respuesta a las pretensiones de la accionante, SERVICIO OCCIDENTAL DE 
SALUD SOS EPS informó que la IPS COMFANDI GAM realizó la aludida cirugía a la 
accionante el pasado 18 de julio de 2023, como consta a continuación: 

 
 

Ante lo descrito, el Despacho procedió a llamar vía telefónica a la accionante  
LOZANO RODRIGUEZ, a los abonados números celulares 3116736460 y 



3008889883 sin lograr establecer comunicación con la misma, por tal motivo se 
tendrán como ciertos los hechos manifestados por la entidad accionada teniendo en 
cuenta la prueba aportada respecto a la materialización de la “CIRUGIA 
RECONSTRUCTIVA MULTIPLE DE PIE: OSTEOTOMÍAS EN RETROPIÉ O 
MEDIOPIÉ O ANT”, requerida por la accionante y que le fuera realizada el pasado 18 
de julio de 2023, como consta en la respuesta aportada por la ENTIDAD 
PROMOTORA DE SALUD SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A. - S.O.S., y la 
IPS COMFANDI. 

Frente a lo narrado sin duda se establece que, en el trascurso de la presente tutela 
las entidades accionadas atendieron las necesidades de la accionante, se itera, 
realizaron “CIRUGIA RECONSTRUCTIVA MULTIPLE DE PIE: OSTEOTOMÍAS EN 
RETROPIÉ O MEDIOPIÉ O ANT”, por lo que se puede colegir que los hechos que 
dieron paso a la presente acción de tutela ya cesaron, llevando al despacho a declarar 
la carencia actual de objeto por hecho superado. 

De lo anterior, emerge que las entidades accionadas procedieron a desplegar las 
acciones idóneas y necesarias para procurar la mayor ganancia y satisfacción del 
derecho a la salud, brindando a la accionante la oportunidad de acceder a los 
servicios médicos requeridos, conducta que aflora como propicia para atender las 
circunstancias puntuales de la actora, y que por ende permite tener por superada la 
eventual vulneración del derecho invocado. 

Al respecto, cumple relievar que “El hecho superado tiene ocurrencia cuando lo 
pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o 
amenaza de los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte 
que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a 
todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el 
amparo constitucional. En este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un análisis 
sobre la vulneración de los derechos fundamentales cuya protección se demanda, 
salvo “si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos 
del caso estudiado, [ya sea] para llamar la atención sobre la falta de conformidad 
constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y 
advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si 
así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que la 
providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del 
momento del fallo. Esto es, que se demuestre el hecho superado” (Sentencia T-085 
de 2018). 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Noveno Civil Municipal de Ejecución de 
Sentencias de Cali, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 
de la Ley, 
 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO. DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO 
SUPERADO dentro de la acción de tutela promovida por LINA MABEL LOZANO 
RODRIGUEZ contra de ENTIDAD PROMOTORA DE SALUD SERVICIO 
OCCIDENTAL DE SALUD SOS EPS, conforme a lo expuesto en la parte motiva de 
esta sentencia.  

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE a las partes por el medio más expedito. No obstante, ante 
la eventual imposibilidad de enterar a las partes o a terceros interesados en las 
resultas de la presente acción constitucional, súrtase dicho trámite por AVISO el que 
deberá fijarse en la página web de los Juzgados Civiles Municipales de Ejecución de 
Sentencias de esta ciudad. 



 

TERCERO: De no ser impugnado el presente fallo, se dispone ENVIAR la presente 
acción de tutela a la HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL para su eventual 
revisión, en cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 32 del decreto 2591 e1991. 

CUARTO: Una vez consultada en SIICOR la exclusión de la presente tutela, por 
secretaria archívese 

 

 

 

 

 
 


